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RECOMENDACIONES EN MATERIA DE RECURSOS INEMBARGABLES PARA 

ENTIDADES DEL ORDEN TERRITORIAL 
 

 
Para:  Entidades públicas del orden territorial 
 

De:   Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado 
 

Asunto:  Estrategias generales en materia de inembargabilidad de recursos 
públicos para entidades territoriales 

 

Fecha: 
 

 
La Dirección de Asesoría Legal de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado 
(en adelante la Agencia), de conformidad con las competencias establecidas en el 

artículo 17C del Decreto 4085 de 20111, y en el marco del Sistema de Defensa Jurídica 
del Estado, en adelante SDJE, emite las siguientes recomendaciones generales para 

la asesoría a entidades públicas en el orden territorial, en relación con las medidas 
cautelares de embargo practicadas sobre recursos y/o bienes que podrían tener el 
carácter de inembargables2. 

 
Este documento busca clarificar las reglas, tanto normativas como jurisprudenciales, 

en materia de inembargabilidad de recursos públicos de entes territoriales, así como 
generar estrategias para abordar esta problemática que afecta, en la mayoría de los 
casos, el cumplimiento de los fines esenciales del Estado establecidos, principalmente, 

en artículo 2 constitucional3. 
 

Con fundamento en lo expuesto, la estructura de este documento es la siguiente: (i) 
Generalidades sobre las medidas cautelares y fundamento constitucional del principio 
de inembargabilidad de los recursos públicos; (ii) ¿qué bienes y recursos públicos son 

inembargables?; (iii) estrategias generales en defensa y recuperación de recursos 
públicos inembargables, y (iv) recomendaciones estratégicas para entidades 

destinatarias. 
 

I. Generalidades sobre las medidas cautelares y principio 

constitucional de inembargabilidad de bienes y recursos públicos 
 

1. El ordenamiento jurídico colombiano consagra la posibilidad de adoptar, en el 
trámite de los procesos judiciales4, decisiones para garantizar el cumplimiento de lo 
que se resuelva de fondo. Se trata de las medidas cautelares, que por su naturaleza 

son transitorias, accesorias y desempeñan un papel meramente instrumental. 
 

2. Las medidas cautelares se pueden practicar tanto en los procesos declarativos5, 
como en los ejecutivos. La regulación de las medidas cautelares en procesos:  

 

 
1 “Por el cual se establecen los objetivos y la estructura de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del 
Estado”. 
2 Este documento tomó como insumo la Circular Externa 07 del 19 de octubre de 2016, emitida por la 
Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado.  
3 Este documento tomó como insumo las recomendaciones generales que esta Dirección formuló para 

entidades públicas.  
4 Estas medidas también proceden en procesos administrativos de cobro coactivo, con algunas 
salvedades.  
5 La medida de embargo sólo procede en procesos declarativos en circunstancias específicas y respecto 
de los bienes involucrados en el pleito correspondiente. 
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a. Declarativos se encuentra en los artículos 590 del Código General del Proceso, 

en adelante CGP, y 229 a 241 del Código de Procedimiento Administrativo y de 
lo Contencioso Administrativo, en adelante CPACA6.  

 
b. Ejecutivos está consagrada en los artículos 599 a 602 del CGP. 

 

3. Dentro de la órbita de las medidas cautelares, el embargo ostenta una 
importancia fundamental. El embargo consiste en la prohibición de realizar actos de 

disposición respecto de bienes y/o recursos, impuesta por una autoridad competente. 
En relación con el embargo, el CGP establece las formalidades y trámites específicos 
para su solicitud, decreto, práctica y levantamiento. 

 
4. La regla general en materia de embargos proviene del régimen de la prelación 

de créditos, definido en los artículos 2488 a 2511 del Código Civil y, consiste en que:  
 

“Toda obligación personal da al acreedor el derecho de perseguir su ejecución sobre 

todos los bienes raíces o muebles del deudor, sean presentes o futuros, exceptuándose 

solamente los no embargables designados en el artículo 1677”7.  

 

5. Según la Corte Constitucional, las medidas cautelares de embargo tienen como 
finalidades “evitar la insolvencia del deudor y garantizar que los bienes que éste posea 

y sean objeto de registro sirvan para responder por la obligación debida”8. Estas 
finalidades son constitucionalmente válidas en nuestro ordenamiento jurídico, lo cual 
no obsta para que, la adopción concreta de una medida de embargo atienda a 

principios de razonabilidad y proporcionalidad. 
 

6. Esta disposición goza de algunas excepciones en materia de persecución de 
bienes de deudores, que están consagradas en múltiples apartados del ordenamiento 

jurídico y que protegen determinados bienes, recursos o rentas, con fundamento en 
diferentes consideraciones de política legislativa.  

 

7. En lo pertinente a este documento, es importante recordar que, cuando el 
deudor es una entidad pública, no resulta del todo claro el cumplimiento de dichas 

finalidades, debido a la naturaleza constitucional que sustenta la existencia y 
funcionamiento de las entidades estatales o de algunos bienes y recursos públicos. 
Lo anterior, por varias razones:  

 
a. En primer lugar, existe una garantía de pago soportada en el Presupuesto 

General de la Nación derivada del artículo 338 de la Ley 2294 de 20239. Esta 
norma permite a la Nación continuar reconociendo como con cargo al servicio 
de deuda pública las obligaciones de pago de las entidades que hagan parte 

del Presupuesto General de la Nación, originadas en sentencias o conciliaciones 
debidamente ejecutoriadas y sus intereses, siempre que se encontraran en 

mora de pago hasta el 31 de diciembre de 2023. 
 

b. En segundo lugar, pueden hacerse efectivas otras garantías cuando el Estado 

es el deudor de una obligación, por ejemplo, las que se materializan a través 
de organismos que asumen los pasivos y las obligaciones de entidades que ha 

sido suprimidas o liquidadas; 
 

 
6 Estos artículos consagran la regulación general, sin embargo, también hay regulaciones especiales 

como las de los procesos de tutela, el penal y algunos disciplinarios. 
7 Artículo 2488 del Código Civil. 
8 Corte Constitucional, Sentencia T-557 de 2002.  
9 Por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026, Colombia Potencia Mundial de la Vida. 
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c. Finalmente, una eventual medida de embargo sobre estos recursos puede 

carecer de razonabilidad, necesidad y proporcionalidad, por cuanto, existen 
mecanismo para lograr estabilización de los pagos y/o garantizar el 

sostenimiento fiscal de las entidades del Estado. 
 

8. En todo caso, siempre que una entidad pública adquiere la calidad de deudora 

tiene una obligación de pago que no debería eludirse. Recuérdese que el pago es el 
modo natural de extinguir las obligaciones10. Ahora bien, el procedimiento general 

para el cumplimiento de sentencias y conciliaciones por parte de entidades públicas 
territoriales se encuentra en los artículos 192 a 195 del CPACA. Entre las reglas más 
destacadas sobre este punto se encuentran:  

 
a. Se otorgan plazo diez (10) meses, a partir de la ejecutoria de la sentencia para 

que la entidad ejecute el pago.  
b. En ese lapso la entidad territorial debe adelantar el procedimiento interno para 

que el valor del pago sea incluido en el presupuesto, de conformidad con las 

normas respectivas y los principios de legalidad y planeación11. 
c. Se generan intereses moratorios a partir de la ejecutoria de las sentencias.  

d. Se puede imputar responsabilidad a las autoridades administrativas por el 
incumplimiento en el pago de créditos judicialmente reconocidos.        

 
9. El incumplimiento del procedimiento y los plazos en el pago de obligaciones a 
cargo de entidades públicas, puede generar el inicio de procesos ejecutivos, dentro 

de los cuales se emitan órdenes de embargo. En ese escenario es preciso que los 
miembros de la Administración pública conozcan y defiendan el principio de 

inembargabilidad de algunos bienes y recursos públicos.  
 
10. En efecto, en Colombia se aplica el principio de inembargabilidad de bienes 

y recursos públicos, cuyo fundamento constitucional principal se encuentra en el 
artículo 63 superior: 

 
“ARTÍCULO 63. Los bienes de uso público, los parques naturales, las tierras comunales 

de grupos étnicos, las tierras de resguardo, el patrimonio arqueológico de la Nación y 

los demás bienes que determine la ley, son inalienables, imprescriptibles e 

inembargables”. (Énfasis propio).  

 

11. La inembargabilidad como principio constitucional contribuye a realizar los 
postulados del Estado social y democrático de derecho porque permite proteger los 
bienes y recursos del Estado, destinados por definición a satisfacer los fines esenciales 

del mismo y garantizar la dignidad humana de los habitantes del país12.  
 

II. ¿Qué bienes y recursos públicos son inembargables? 
 

12. Más allá del listado que establece la propia Constitución, el legislador es el 

encargado de definir qué bienes y recursos públicos son inembargables en Colombia13, 
labor que cumple en ejercicio de la libertad de configuración legislativa, pero que, en 

todo caso, tiene límites derivados del respeto por los derechos constitucionales.  
 

“De conformidad con el art. 63 de la Constitución “el legislador posee facultad 

constitucional de dar, según su criterio, la calidad de inembargables a ciertos bienes; 

 
10 Artículo 1626 del Código Civil.  
11 Revisar artículo 194 del CPACA, en concordancia con la Ley 448 de 1998 y el Decreto 1849 de 1999. 

También ver los artículos 36 a 45 del Decreto 111 de 1996 y el artículo 2.8.1.6.1.4. del Decreto 1068 
de 2015,   
12 Corte Constitucional, Sentencia C-263 de 1994. 
13 Corte Constitucional, Sentencia C-354 de 1997. 
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desde luego, siempre y cuando su ejercicio no comporte transgresión de otros derechos 

o principios constitucionales”14. (Énfasis propio). 

  
13. Teniendo en cuenta lo anterior, en el ordenamiento jurídico colombiano se 

pueden identificar los bienes, cuentas y/o recursos, que debido a su naturaleza, no 
son susceptibles de la medida cautelar de embargo15:  

 
a) Los bienes de uso público16. 

 

b) Los parques naturales17. 
 

c) Las tierras comunales de grupos étnicos18.  
 

d) Las tierras de resguardo19. 

 
e) El patrimonio arqueológico de la Nación20.  

 
f) Todos los bienes culturales que conforman la identidad nacional21.  

 

g) Los recursos del Presupuesto General de la Nación y de las entidades 
territoriales22. 

  
h) Las cuentas a favor de la Nación23.  
 

i) Los recursos del Sistema General de Participaciones24. 
 

j) Los recursos del Sistema General de Regalías25. 
 

k) Los recursos del Sistema General de Seguridad Social.  
 

l) El monto asignado para el pago de sentencias y conciliaciones26.  

 

 
14 Corte Constitucional, Sentencia C-546 de 1992.  
15 El listado que se presenta en ningún caso puede entenderse como taxativo, sino que hace parte del 

ejercicio de recopilación que realiza la Agencia, sin perjuicio de que existan más categorías, se creen o 
deroguen algunas por vía legislativa.   
16 Artículos 63 y 72 de la Constitución Política.  
17 Artículos 63 de la Constitución Política.  
18 Ibidem.   
19 Ibidem.  
20 Artículos 63 y 72 de la Constitución Política.  
21 Ibidem.  
22 Artículo 19 del Decreto 111 de 1996 (Estatuto Orgánico de Presupuesto), artículo 594 numeral 1 del 
CGP y artículo 2.8.1.6.1 del Decreto 1068 de 2015.  
23 Artículo 2.8.1.6.1.1. del Decreto 1082 de 2015: “…sólo se podrá practicar sobre la cuenta o cuentas 
corrientes que reciban recursos del presupuesto nacional, abiertas a favor de la entidad u organismo 
condenado en la sentencia respectiva”. 
24 Artículo 19 del Decreto 111 de 1996 (Estatuto Orgánico de Presupuesto), artículo 594 numeral 1 del 
CGP y artículo 2.8.1.6.1 del Decreto 1068 de 2015. Artículo 45 de la Ley 1551 de 2012, artículos 18 y 
91 de la Ley Orgánica 715 de 2001, artículo 21 del Decreto Ley 028 de 2008, artículos 2.6.6.1 y 2.6.6.2 
del Decreto Único Reglamentario 1068 de 2005, artículo 1 del Decreto 1101 de 2007, artículo 45 de la 
Ley 1551 de 2012, artículo 594 numerales 1 y 4 de la Ley 1564 de 2012. 
25 Artículo 133 de la Ley 2056 de 2020, artículo 45 de la Ley 1551 de 2012 y artículo 594 numeral 1 de 

la Ley 1564 de 2012. 
26Parágrafo 2, artículo 195 de la Ley 1437 de 2011. “Parágrafo 2. El monto asignado para sentencias y 
conciliaciones no se puede trasladar a otros rubros, y en todo caso serán inembargables, así como los 
recursos del Fondo de Contingencias. La orden de embargo de estos recursos será falta disciplinaria” 
(Énfasis propio). 
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m) Los recursos del Fondo de Contingencias27. 

 
n) Las rentas propias con destinación específica para el gasto social de los 

municipios.  
 

o) Los recursos municipales originados en transferencias de la Nación, salvo para 

el cobro de obligaciones derivadas de los contratos celebrados en desarrollo de 
estas. 

 
p) Los bienes destinados a un servicio público cuando este se preste directamente 

por una entidad descentralizada de cualquier orden, o por medio de 

concesionario de estas28. 
 

q) Las sumas que para la construcción de obras públicas se hayan anticipado o 
deben anticiparse por las entidades de derecho público a los contratistas de ellas, 
mientras no hubiere concluido su construcción, con excepción de créditos 

laborales. 
 

r) Los depósitos de ahorro constituidos en los establecimientos de crédito, en el 
monto señalado por la autoridad competente, salvo para el pago de créditos 

alimentarios. 
 

s) Las dos terceras partes de las rentas brutas de las entidades territoriales. 

 
14. Sin hacer referencia a cada uno de los bienes o recursos establecidos en el 

listado, es preciso establecer el alcance de algunas de las denominaciones enlistadas, 
así:  
 

2.1. Recursos del Presupuesto General de la Nación y de las entidades 
territoriales  

 
15. La protección legal de los recursos del presupuesto general de la Nación y de 
las entidades territoriales, frente a las medidas de embargo se encuentra en el artículo 

19 del Decreto 111 de 199629, que, expresamente, indica: “son inembargables las 
rentas incorporadas en el Presupuesto General de la Nación, así como los bienes y 

derechos de los órganos que lo conforman”. Así mismo, esa norma precisa que, en 
todo caso, la inembargabilidad de los recursos del Presupuesto General de la Nación, 
supone para el Estado y para los funcionarios competentes la obligación de adoptar 

medidas conducentes al pago de sentencias, dentro de los plazos establecidos30. 
 

16. La disposición citada también estipula que prohibición de embargo incluye “las 
cesiones y participaciones de que trata el capítulo 4 del título XII de la Constitución 

 
27Parágrafo 2, artículo 195 de la Ley 1437 de 2011. Según el parágrafo del artículo 6 de la Ley 448 de 
1998: “Las entidades territoriales y sus descentralizadas deberán crear su propio fondo de contingencias; 
para tal efecto determinarán las metodologías de valoración según el tipo de pasivo contingente previsto 
en el artículo 3° de la Ley 819 de 2003, las condiciones de cada entidad y deberán incluir en sus 
presupuestos de servicio de deuda, las apropiaciones necesarias. Los aportes realizados al Fondo se 

entenderán ejecutados una vez transferidos al mismo y sólo podrán ser reembolsados al presupuesto de 
la entidad aportante como recursos de capital cuando se verifique en forma definitiva la no realización 
de los riesgos previstos”.  
28 Numeral 3 del artículo 594 del CGP. Corte Constitucional, Sentencia C-1064 de 2003.    
29 “Por el cual se compilan la Ley 38 de 1989, la Ley 179 de 1994 y la Ley 225 de 1995 que conforman 
el estatuto orgánico del presupuesto". Este artículo fue declarado exequible por la Corte Constitucional 

en Sentencia C-354 de 1997.  
30 “Artículo 19. Inembargabilidad. (…) No obstante la anterior inembargabilidad, los funcionarios 
competentes deberán adoptar las medidas conducentes al pago de las sentencias en contra de los 
órganos respectivos, dentro de los plazos establecidos para ello, y respetarán en su integridad los 
derechos reconocidos a terceros en estas sentencias”.  
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Política”, sobre la distribución de recursos y de las competencias entre la Nación, los 

departamentos y los municipios31. En este apartado abarca, especialmente, los 
recursos del Sistema General de Participaciones32.  

 
17. Ahora bien, frente a esa norma Corte Constitucional, en Sentencia C-1154 de 
2008, ante la necesidad de armonizar la regla general de inembargabilidad de los 

recursos del Presupuesto General de la Nación, con los demás principios y derechos 
fundamentales, fijó las siguientes excepciones: 

 
a. La inembargabilidad no aplica cuando se trate de satisfacer créditos u 

obligaciones de origen laboral con miras a efectivizar el derecho al trabajo 

en condiciones dignas y justas.  
 

b. La inembargabilidad cede cuando deben pagarse de sentencias judiciales 
para garantizar la seguridad jurídica y el respeto de los derechos reconocidos 
en dichas providencias33. 

 
c. La inembargabilidad no opera cuando la deuda se origina en títulos 

emanados del Estado que reconocen una obligación clara, expresa y exigible. 
 

2.2. Recursos del Sistema General de Participaciones (SGP)  
 
18. El Sistema General de Participaciones está constituido por los recursos que la 

Nación transfiere a las entidades territoriales34, por mandato de los artículos 356 y 
357 de la Constitución Política. A su vez, el artículo 3 de la Ley Orgánica 715 de 

 
31 “Artículo 19. Inembargabilidad. (…) Se incluyen en esta prohibición las cesiones y participaciones de 
que trata el capítulo 4 del título XII de la Constitución Política. // Los funcionarios judiciales se abstendrán 
de decretar órdenes de embargo cuando no se ajusten a lo dispuesto en el presente artículo, so pena de 

mala conducta”.  
32 Corte Constitucional, Sentencia C-539 de 2010: “5.3.3.2. La inembargabilidad de los recursos del SGP, 
dentro del marco de la reforma constitucional adoptada mediante el Acto Legislativo N° 04 de 2007: Bajo 
este epígrafe, la Sentencia C-1154 de 2008 recordó que el Acto Legislativo No. 1 de 2001 había dispuesto 
que los recursos del SGP de los departamentos, distritos y municipios, se destinarían “a la financiación 
de los servicios a su cargo, dándole prioridad al servicio de salud y los servicios de educación preescolar, 
primaria, secundaria y media, garantizando la prestación de los servicios y a ampliación de 

cobertura”. Explicó que estos recursos del SGP “tienen una especial destinación social derivada de la 
propia Carta Política, de manera que en virtud de ella gozan de una protección constitucional reforzada 

en comparación con los demás recursos públicos del Presupuesto General de la Nación”. Por 
ello, resultaba constitucionalmente legítimo que el Legislador hubiera previsto la inembargabilidad de 
dichos recursos como una medida para asegurar su inversión efectiva, como había sido señalado por la 
Corte en la Sentencia C-793 de 2002, regla general de inembargabilidad que había sido reiterada en 
otras decisiones. Sin embargo, recordó la providencia que en estas mismas sentencias proferidas todas 

antes de 2007, la Corte había dejado en claro “que el principio de inembargabilidad de recursos del SGP 
tampoco es absoluto, pues debe conciliarse con los demás derechos y principios reconocidos en la 
Constitución”. En tal virtud, la Corte había señalado que “las reglas de excepción al principio de 
inembargabilidad del Presupuesto eran aplicables respecto de los recursos del SGP, siempre y cuando 
las obligaciones reclamadas tuvieran como fuente alguna de las actividades a las cuales estaban 
destinados los recursos del SGP (educación, salud, agua potable y saneamiento básico)”. 
33 La Corte Constitucional en Sentencia C-354 de 1997 declaró la exequibilidad condicionada33 del artículo 
19 del Decreto 111 de 1996 (inembargabilidad del Presupuesto General de la Nación), en el entendido 
de que los créditos a cargo del Estado bien sea que consten en sentencias o en otros títulos legalmente 
válidos, deben ser pagados mediante el procedimiento legalmente establecido para ello. No obstante, es 
posible adelantar la ejecución con embargo de recursos del presupuesto, en primer lugar los destinados 
al pago de sentencias o conciliaciones, cuando se trate de esta clase de títulos y sobre los bienes de las 

entidades u órganos respectivos. 
34 Artículo 45 de la Ley 1551 de 2012, artículos 18 y 91 de la Ley Orgánica 715 de 2001, artículo 21 del 
Decreto Ley 028 de 2008, artículos 2.6.6.1 y 2.6.6.2 del Decreto Único Reglamentario 1068 de 2005, 
artículo 1 del Decreto 1101 de 2007, artículo 45 de la Ley 1551 de 2012, artículo 594 numerales 1 y 4 
de la Ley 1564 de 2012. 
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200135, modificado por el artículo 1 de la Ley 1176 de 200736, dispone que el SGP se 

compone por tres participaciones con destinación específica: (i) Educación, (ii) salud 

y (iii) agua potable y saneamiento básico.  
 

19. Estos recursos tienen como finalidad cumplir las funciones sectoriales a cargo 
de las entidades territoriales. Por esta razón, en principio, no pueden sujetarse a la 
eventualidad de medidas cautelares que obstaculicen e impidan la ejecución de los 

planes y programas respectivos37. Para establecer esa protección, el artículo 45 de la 
Ley 1551 de 201238 puntualizó:  

 
“ARTÍCULO 45. NO PROCEDIBILIDAD DE MEDIDAS CAUTELARES. La medida 

cautelar del embargo no aplicará sobre los recursos del sistema general de 

participaciones ni sobre los del sistema general de regalías, ni de las rentas propias de 

destinación específica para el gasto social de los Municipios en los procesos contenciosos 

adelantados en su contra. 

 

En los procesos ejecutivos en que sea parte demandada un municipio solo se podrá 

decretar embargos una vez ejecutoriada la sentencia que ordena seguir adelante con la 

ejecución”. 

 

20. Esta regla general de inembargabilidad tiene algunas excepciones que son 
desarrolladas a continuación:  

 
2.2.1. Participación con destinación específica para el sector educación 

 

21. El artículo 18 de la Ley Orgánica 715 de 2001 precisa que, los dineros del SGP 
no conformarán unidad de caja con las demás rentas y recursos de la entidad 

territorial, y que los recursos del sector educativo “no podrán ser objeto de embargo, 
pignoración, titularización o de cualquier otra clase de disposición financiera”.  

 

22. A pesar de esa regla general de inembargabilidad, se podrán embargar los 
recursos para educación del SGP, cuando la deuda se derive de la prestación de dicho 
servicio, según lo dispuso la Corte Constitucional en Sentencia C-793 de 2002, en la 

cual precisó:  
 

“Se declarará la exequibilidad del aparte demandado del artículo 18 de la Ley 715, bajo 

el entendido que los créditos a cargo de las entidades territoriales por actividades propias 

del sector educación, bien sea que consten en sentencias o en otros títulos legalmente 

válidos, deben ser pagados mediante el procedimiento que señale la ley y que 

transcurrido el término para que ellos sean exigibles, es posible adelantar ejecución, con 

embargo de recursos del presupuesto –en primer lugar los destinados al pago de 

sentencias o conciliaciones, cuando se trate de esta clase de títulos, y, si ellos no fueren 

suficientes, sobre los recursos de la participación para educación del Sistema General de 

Participaciones-”. 

 

 
35 Ley Orgánica 715 de 2001, “Por la cual se dictan normas orgánicas en materia de recursos y 
competencias de conformidad con los artículos 151, 288, 356 y 357 (Acto Legislativo 01 de 2001) de la 
Constitución Política y se dictan otras disposiciones para organizar la prestación de los servicios de 

educación y salud, entre otros”. 
36 Ley 1176 de 2007, “Por la cual se desarrollan los artículos 356 y 357 de la Constitución Política y se 
dictan otras disposiciones”.  
37 Así lo reiteró la Corte Constitucional, cuando en Sentencia C-1154 de 2008 lo declaró exequible, bajo 
el entendido de que el pago de las obligaciones laborales reconocidas mediante sentencia debe 
efectuarse en el plazo máximo de dieciocho (18) meses contados a partir de la ejecutoria de la misma y 

si los recursos correspondientes a los ingresos corrientes de libre destinación de la respectiva entidad 

territorial no son suficientes para el pago de las citadas obligaciones, deberá acudirse a los recursos de 
destinación específica. Ahora bien, debe tenerse en cuenta que el término para pagar obligaciones 
reconocidas en sentencias fue ajustado a 10 meses en el artículo 192 del CPACA. 
38 “Por la cual se dictan normas para modernizar la organización y el funcionamiento de los municipios”. 
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23. En suma, los recursos transferidos a departamentos y municipios por concepto 

del SGP con destinación a la educación sólo son susceptibles de embargo si la deuda 
no pagada se deriva, únicamente, de la prestación del servicio de educación, bajo las 

condiciones que estableció en el resolutivo la Sentencia C-793 de 2002.  
 

2.2.2. Participación con destinación específica para el sector salud 

 
24. La Corte Constitucional, en la Sentencia C-1154 de 2008, afirmó que los 

recursos del sector salud del SGP tienen una destinación específica y un carácter 
inembargable. Esta regla general sólo se exceptúa si el no pago impide la efectividad 
de los derechos fundamentales a la salud y a la seguridad social. Es decir, no 

procede el embargo de estos recursos cuando se pretende el pago de otras 
obligaciones. La Corte Constitucional, en Sentencia C–566 de 200339, señaló: 

 
 “(…) [P]ermitir por la vía del embargo de recursos el pago de obligaciones provenientes 

de otros servicios, sectores o actividades a cargo de las entidades territoriales afectaría 

indebidamente la configuración constitucional del derecho a las participaciones 

establecido en el artículo 287 numeral 4 y regulado por los artículos 356 y 357 de la 

Constitución”. (Énfasis propio). 

 

25. En conclusión, respecto de los recursos transferidos a los departamentos y los 
municipios derivados del SGP con destinación a la salud no es posible aplicar medidas 

de embargo, con la única excepción de que el crédito incumplido se derive 
estrictamente de la prestación del servicio de salud40. 

 
2.2.3. Participación con destinación específica para el sector agua 

potable y saneamiento básico 

 

26. El numeral 4.15 del artículo 4 del Decreto 1484 de 201441 define la participación 

del SGP en materia de Agua Potable y Saneamiento Básico, como aquellos recursos 

que “(…) la Nación transfiere por mandato de los artículos 356 y 357 de la 
Constitución Política a las entidades territoriales, para la financiación del sector de 
Agua Potable y Saneamiento Básico en los términos de la Ley 1176 de 2007 y demás 

normas que le complementen, modifiquen o sustituyan”. 
 

 
39 Que reiteró la regla fijada en la Sentencia C-793 de 2002: “Cabe hacer énfasis en que dicho criterio -

fijado en la Sentencia C-793 de 2002 solamente respecto de los recursos para educación del sistema 
general de participaciones- debe extenderse en el presente caso a los demás recursos de dicho sistema 

(…) En este sentido, de la misma manera que en el caso de la participación en educación, ha de 
entenderse que las excepciones al principio de inembargabilidad que pueden predicarse, en aplicación 
de los criterios jurisprudenciales atrás citados, respecto de los recursos de las participaciones en salud 
y propósito general, solo proceden frente a obligaciones que tengan como fuente las actividades que la 
ley 715 de 2001 fija como destino de dichas participaciones”. 
40 Sobre la destinación específica y la inembargabilidad de los recursos de la salud, se recomienda 
consultar: Corte Constitucional, Sentencia C-313 de 2014. En este sentencia se reiteró: “Ahora bien, en 
lo concerniente a la inembargabilidad de los recursos de la salud y a la destinación específica de los 
mismos, es de advertir que, tal como lo ha sostenido la Corte en varias de sus providencias, “la 
inembargabilidad busca ante todo proteger los dineros del Estado -en este caso los de las entidades 
descentralizadas del orden departamental- para asegurar en esa forma que se apliquen a los fines de 

beneficio general que les corresponden, haciendo realidad el postulado de prevalencia del interés común 
plasmado en el artículo 1º de la Carta”. Para la Sala, la prescripción que blinda frente al embargo a los 
recursos de la salud, no tiene reparos, pues, entiende la Corte que ella se aviene con el destino social 
de dichos caudales y contribuye a realizar las metas de protección del derecho fundamental. Con todo, 
encuentra la Corporación que la regla que estipula la inembargabilidad, eventualmente puede chocar 
con otros mandatos, por ello, tienen lugar las excepciones al momento de definirse en concreto la 

procedencia o improcedencia de la medida cautelar”. 
41 Decreto 1484 de 2014,” Por el cual se reglamenta la Ley 1176 de 2007 en lo que respecta a los 
recursos de la participación para Agua Potable y Saneamiento Básico del Sistema General de 
Participaciones y la Ley 1450 de 2011 en lo atinente a las actividades de monitoreo, seguimiento y 
control integral a estos recursos.” 
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27. Dada la destinación de estos recursos, que buscan salvaguardar el bienestar 

general y el mejoramiento de la calidad de vida de la población, en principio, son 
considerados como inembargables. En todo caso, a este tipo de recursos también 

aplica la excepción desarrollada en la precitada Sentencia C-1154 de 200842. En esa 
medida, estos recursos sólo son susceptibles de medidas de embargo si las deudas 
tienen estrecha relación con la prestación del servicio de agua potable y saneamiento 

básico.    
 

28. Ahora bien, la Circular Externa 07 del 19 de octubre de 2016 emitida por esta 
Agencia, indicó que los recursos transferidos por el SGP bajo el rótulo “propósito 
general” a los municipios de 4ª, 5ª y 6ª categoría y que estos destinen libremente, 

por autorización del artículo 78 de la Ley 715 de 2001 hasta un 42%, para inversión 
u otros gastos de funcionamiento distintos a financiar la infraestructura de agua 

potable y saneamiento básico, también podrán ser objeto de embargo. En otras 
palabras, solo la destinación para financiar infraestructura de agua potable o 
saneamiento básico hace que los recursos sean inembargables.  

 
2.3. Recursos del Sistema General de Regalías 

 
29. El artículo 360 de la Constitución Política define el concepto de regalía como 

aquella contraprestación económica a favor del Estado colombiano, originada por la 
explotación de un recurso natural no renovable43.  
 

30. En este sentido, el Sistema General de Regalías (SGR), es aquel “conjunto de 
ingresos, asignaciones, órganos, procedimientos y regulaciones” encargado de la 

creación de proyectos orientados al mejoramiento de las condiciones sociales de la 
población. 

 

31. Ahora bien, atendiendo a los objetivos específicos del SGR, previstos en el 
artículo 2 de la Ley 2056 de 202044, se hace de trascendental importancia su 

protección legal.  
 

32. Los recursos provenientes de regalías, en principio, no son susceptibles de la 

medida cautelar de embargo como lo establecen el numeral 1 del artículo 594 del 

CGP45 y el artículo 133 de la Ley 2056 de 202046 el cual indica:  

 

“ARTÍCULO 133. INEMBARGABILIDAD. Los recursos del Sistema General de 
Regalías son inembargables, así como las rentas incorporadas en el presupuesto 
del Sistema.  

 

 
42 Esta sentencia reiteró las reglas jurisprudenciales fijadas en los fallos C-793 de 2002, C-566 de 2003, 
C-192 de 2005 y T-1194 de 2005.  
43 Artículo 133 de la Ley 2056 de 2020, artículo 45 de la Ley 1551 de 2012 y artículo 594 numeral 1 de 
la Ley 1564 de 2012. 
44 Ley 2056 de 2020, artículo 2: “Objetivos y fines. Conforme con lo dispuesto por los artículos 360 y 
361 de la Constitución Política, son objetivos y fines del Sistema General de Regalías los siguientes: 1. 

Crear condiciones de equidad en la distribución de los ingresos provenientes de la explotación de los 
recursos naturales no renovables, en orden a generar ahorros para épocas de escasez, promover el 
carácter contracíclico de la política económica y mantener estable el gasto público a través del tiempo. 
(…) 3. Promover el desarrollo y competitividad regional de todas las entidades territoriales dado el 
reconocimiento de los recursos del subsuelo como una propiedad del Estado. (…)”. 
45 Código General del Proceso, artículo 594. “BIENES INEMBARGABLES. Además de los bienes 

inembargables señalados en la Constitución Política o en leyes especiales, no se podrán embargar://1. 

Los bienes, las rentas y recursos incorporados en el presupuesto general de la Nación o de las entidades 
territoriales, las cuentas del sistema general de participación, regalías y recursos de la seguridad social”. 
46 Ley 2056 de 2020, “Por la cual se regula la organización y el funcionamiento del Sistema General de 
Regalías”. 
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Las decisiones de la autoridad judicial o administrativa que contravengan lo 

dispuesto en la presente ley, harán incurrir al funcionario respectivo que la 
profiera en falta disciplinaria gravísima, sin perjuicio de la Responsabilidad 

Fiscal”. 
 

2.4. Rentas propias con destinación específica para el gasto social de los 

municipios 
 

33. Las rentas propias con destinación específica, como su nombre lo indica, son 
aquellos recursos que se limitan a la financiación exclusiva de determinados gastos47. 
El artículo 359 de la Constitución Política señala como rentas propias con destinación 

específica las siguientes:  
 

a. Las participaciones previstas en la Constitución en favor de los departamentos, 
distritos y municipios. 
 

b. Las destinadas para inversión social. 
 

c. Las que, con base en leyes anteriores, la Nación asigna a entidades de previsión 
social y a las antiguas intendencias y comisarías. 

 

34. Por su parte, la Corte Constitucional48 desarrolló las características propias de 

dichos recursos, y que han sido reiteradas en diversos fallos. Estas son:  
 

a. La prohibición consagrada en el artículo 359 de la Carta Política49 recae sobre 
rentas tributarias del orden nacional50 y no territorial. 

b. Las rentas de destinación específica51 proceden únicamente con carácter 
excepcional. 

c. La consagración de rentas de destinación específica no puede darse simplemente 

por el objeto del ente beneficiario. 
d. La prohibición constitucional de las rentas nacionales de destinación específica 

tiene como finalidad consolidar las funciones del presupuesto como instrumento 
democrático de política fiscal, de promoción del desarrollo económico y de 
asignación eficiente y justa de los recursos. 

 
35. Estos recursos gozan de protección tanto constitucional como legal al ser 

considerados como recursos inembargables por el artículo 45 de la Ley 1551 de 

201252, que fue citado previamente.   

 
III. Estrategias generales en defensa y recuperación de recursos 

públicos inembargables 
 

3.1. Fundamento normativo 
 
36. El parágrafo del artículo 594 del CGP determina el procedimiento que deben 

seguir los funcionarios judiciales o administrativos cuando se ordena una medida 
cautelar de embargo sobre recursos protegidos por el beneficio de inembargabilidad, 

así: 

 
47 Artículo 45 de la Ley 1551 de 2012. 
48 Corte Constitucional, Sentencia C-009 de 2002. 
49 “Articulo 359. No habrá rentas nacionales de destinación específica. (…)”. 
50 Los impuestos de carácter nacional son el impuesto a la renta, el impuesto al valor agregado (IVA) y 

el Gravamen a los Movimientos Financieros (GMF). 
51 Así, por ejemplo, el porcentaje del Impuesto sobre la Renta y Complementarios de las personas 
jurídicas que se destina a entidades como el ICBF, el SENA, el Sistema de Seguridad Social en Salud. 
52 “Por la cual se dictan normas para modernizar la organización y el funcionamiento de los municipios”. 
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“PARÁGRAFO. Los funcionarios judiciales o administrativos se abstendrán de decretar 

órdenes de embargo sobre recursos inembargables. En el evento en que por ley fuere 

procedente decretar la medida no obstante su carácter de inembargable, deberán 

invocar en la orden de embargo el fundamento legal para su procedencia. 

 

Recibida una orden de embargo que afecte recursos de naturaleza inembargable, en la 

cual no se indicare el fundamento legal para la procedencia de la excepción, el 

destinatario de la orden de embargo se podrá abstener de cumplir la orden judicial o 

administrativa, dada la naturaleza de inembargable de los recursos. En tal evento, la 

entidad destinataria de la medida deberá informar al día hábil siguiente a la autoridad 

que decretó la medida sobre el hecho de no acatamiento, por cuanto dichos recursos 

ostentan la calidad de inembargables. La autoridad que decretó la medida deberá 

pronunciarse dentro de los tres (3) días hábiles siguientes a la fecha de envío de la 

comunicación acerca de si procede alguna excepción legal a la regla de inembargabilidad. 

Si pasados tres (3) días hábiles el destinatario no recibe oficio alguno, se entenderá 

revocada la medida cautelar”. 

 

37. En el evento de que la autoridad judicial o administrativa insista en la medida 
de embargo, la entidad destinataria cumplirá la orden, pero congelando los recursos 

en una cuenta especial que devengue intereses en las mismas condiciones de la 
cuenta o producto de la cual se produce el débito por cuenta del embargo. En todo 
caso, las sumas retenidas solamente se pondrán a disposición del juzgado cuando 

cobre ejecutoria la sentencia o la providencia que ponga fin al proceso que así lo 
ordene. 

 
3.2. Procedimiento a seguir ante órdenes de embargo sobre recursos 

inembargables 

 
38. Cuando se recibe una orden de embargo que afecte recursos de naturaleza 

inembargable y en la que no se indique el fundamento legal para la procedencia de 
la excepción, el destinatario de la orden podrá legítimamente abstenerse de cumplirla. 
Para ello, deberá comunicar esta decisión a la autoridad que la decretó, el día hábil 

siguiente a su recepción. 
 

39. Una vez comunicada la decisión a la autoridad correspondiente, esta deberá 
pronunciarse dentro de los tres (3) días hábiles siguientes sobre la procedencia de la 

excepción a la regla de inembargabilidad. 
 

40. Si guarda silencio, se entenderá que la medida cautelar quedó revocada por 

ministerio de la ley. 
 

41. Si insiste, el destinatario deberá cumplir la orden, pero congelando los recursos 
en una cuenta especial que genere intereses en las mismas condiciones de la cuenta 
o producto de la cual se hizo el débito. 

 
3.3. Levantamiento, modificación y revocatoria de la medida cautelar 

 
42. Las entidades públicas territoriales pueden proceder a solicitar el levantamiento 
del embargo y secuestro de bienes, rentas o recursos si se cumple alguna de las 

siguientes causales53:  
 

a. Se produce el desistimiento de la demanda;  
 

b. Se termina el proceso ejecutivo;  

 
53 artículo 597 del CGP.  
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c. Si el embargo recae sobre bienes que no son del deudor54;  
 

d. Cuando se produce una situación que hace insostenible la medida cautelar; o  
 

e. Cuando la medida recae sobre recursos públicos inembargables. 

 
43. Desembargo por insostenibilidad fiscal o presupuestal. Conforme al 

numeral 11 del artículo 597 del CGP, la entidad podrá solicitar el desembargo de 
recursos inembargables cuando la medida produzca insostenibilidad fiscal o 
presupuestal del ente demandado. Esta solicitud también podrá ser presentada por:  

 
- El Procurador General de la Nación,  

- El Ministro del respectivo ramo,  
- El alcalde 
- El gobernador y/o  

- El Director de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado. 
 

44. Requisitos probatorios (art. 164 del CGP). La entidad territorial deberá 
acreditar al menos dos pruebas, la de la inembargabilidad de los recursos y la de la 

insostenibilidad fiscal o presupuestal.  
 

a) Prueba de inembargabilidad. Demostrar que la cuenta afectada contiene 

recursos de esa naturaleza, mediante certificación bancaria y la identificación 
del fundamento legal correspondiente. 

 
En este punto, también es importante tener en cuenta el artículo 39 de la Ley 
1737 de 201455 permite a las entidades territoriales solicitar un certificado de 

inembargabilidad de las trasferencias que la Nación les traslada del 
Presupuesto General de la Nación56. Ese artículo precisa:  

 
“ARTÍCULO 39. El servidor público que reciba una orden de embargo sobre los recursos 

incorporados en el Presupuesto General de la Nación, incluidas las transferencias que 

hace la Nación a las entidades territoriales, está obligado a efectuar los trámites 

correspondientes para solicitar su desembargo. Para este efecto, solicitará al jefe de la 

sección presupuestal donde se encuentren incorporados los recursos objeto de la 

medida cautelar la certificación de inembargabilidad. Esta función podrá ser delegada 

en los términos del artículo 110 del Estatuto Orgánico del Presupuesto. 

 

La solicitud debe indicar el tipo de proceso, las partes involucradas, el despacho judicial 

que profirió las medidas cautelares y el origen de los recursos que fueron embargados”. 

  
b) Prueba de insostenibilidad fiscal o presupuestal: Es preciso que se 

demuestre esta situación a partir de un informe del responsable de finanzas de 
la entidad territorial, en el cual, se indique la proporción de recursos afectados 
y cómo la medida impacta el cumplimiento de planes y proyectos de la entidad 

territorial. 
 

45. Restricciones especiales para municipios. De conformidad con el inciso 
segundo del artículo 45 de la Ley 1551 de 2012: “En los procesos ejecutivos en que 
sea parte demandada un municipio, solo se podrán decretar embargos una vez 

ejecutoriada la sentencia que ordena seguir adelante con la ejecución”. 

 
54 Para garantías reales, el régimen es distinto, pues es posible que el propietario del bien afectado con 

hipoteca o con garantía mobiliaria no sea deudor. 
55 “Por la cual se decreta el Presupuesto de Rentas y Recursos de Capital”. 
56 Esta obligación fue desarrollada por la Circular Externa No. 2 del 16 de enero de 2015, expedida por 
el Ministerio de Hacienda y Crédito Público.   

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/decreto_0111_1996_pr002.html#110
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46. Levantamiento por caución. El demandado o afectado por la medida cautelar 
podrá solicitar su levantamiento prestando caución suficiente, a satisfacción del juez 

o funcionario ejecutor, para garantizar la reparación de los daños y perjuicios que se 
llegaren a causar. 

 

47. Modificación o revocatoria por incumplimiento de requisitos. De acuerdo 
con los artículos 599, 600 y 602 del CGP, la medida cautelar podrá ser modificada o 

revocada, en cualquier estado del proceso, de oficio o a petición de parte, cuando el 
juez o funcionario ejecutor advierta que:  

 

a) No se cumplieron los requisitos para su decreto o práctica y;  
 

b) Será necesario adecuarla para el cumplimiento de su finalidad.  
 

IV. Recomendaciones estratégicas para entidades destinatarias 

 
Con fundamento en lo expuesto, y para contribuir a la protección del patrimonio 

público, en especial, cuando se pueden llegar a generar afectaciones al mismo 
derivadas de la práctica de medidas cautelares de embargo sobre recursos públicos 

inembargables, esta Agencia recomienda a las entidades territoriales la ejecución de 
las siguientes acciones:  
 

✓ Implementar un protocolo interno para la recepción, análisis y respuesta a 
órdenes de embargo, con revisión inmediata por el área jurídica y financiera. 

 
✓ Centralizar la documentación probatoria (certificaciones bancarias, certificación 

de inembargabilidad de trasferencias, informes presupuestales, actos 

administrativos) para responder dentro de los plazos legales. 
 

✓ Capacitar a los funcionarios que reciben comunicaciones judiciales o 
administrativas sobre los criterios de inembargabilidad y los pasos a seguir. 
 

✓ Hacer seguimiento estricto a los plazos procesales (1 día para comunicar la 
inembargabilidad, 3 días para esperar pronunciamiento). 

 
✓ Conservar trazabilidad documental de todas las comunicaciones remitidas y 

recibidas, para efectos probatorios. 

 
✓ Coordinar la respuesta entre las áreas jurídica y financiera para garantizar 

coherencia técnica y evitar contradicciones ante el juez o autoridad. 
 

✓ Valorar la caución como mecanismo estratégico para levantar embargos 

urgentes, evitando la afectación de recursos críticos. 
 

✓ Monitorear el impacto fiscal de cada medida cautelar y preparar informes 
periódicos que puedan sustentar futuras solicitudes de levantamiento. 
 

✓ Mantener actualizada la información financiera y de proyectos de la entidad, 
con el fin de contar con insumos precisos y oportunos para elaborar el informe 

de insostenibilidad fiscal, documento fundamental para solicitar el desembargo 
bajo este concepto. 

 

✓ Actualizar a las entidades financieras sobre las cuentas protegidas por 
inembargabilidad, para prevenir el cumplimiento indebido de órdenes. 
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✓ Registrar y clasificar las cuentas en función de la naturaleza de los recursos 

(propios, transferencias, regalías, salud, educación, etc.) para facilitar la 
prueba. 

 
 

V. Alcance de las presentes recomendaciones  

 
Estas recomendaciones no vinculan o comprometen la responsabilidad de la Agencia 

Nacional de Defensa Jurídica del Estado, dado que se emiten de conformidad con lo 
previsto en el artículo 28 de la Ley 1437 de 2011. Tampoco sustituyen al destinatario 
en el cumplimiento de sus deberes legales, reglamentarios o estatutarios. 

 
Al tratarse de recomendaciones de tipo general, la entidad consultante deberá 

analizar la pertinencia y procedencia para su caso en concreto, así como frente a cada 
una de las acciones o actuaciones que decida emprender judicial o extrajudicialmente, 
con el fin de obtener los mejores resultados posibles dentro del marco de la 

Constitución y la Ley. 
 

Igualmente, se hace constar que, acorde con lo establecido en el artículo 129 de la 
Ley 1955 de 2019, las presentes recomendaciones gozan de reserva legal, por 

tratarse de estrategias para la defensa jurídica del Estado. 
 
Atentamente, 

 
 

 
DIRECCIÓN DE ASESORÍA LEGAL 
Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado 

 


